22.10.2008, Guatemala, FMM sobre la violencia sistematica contra operadores de justicia en Guatemala

REACTIVACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA OPERADORES DE JUSTICIA EN GUATEMALA

La violencia actúa como mecanismo de impunidad y su efecto primario es la vulneración de la independencia y la integridad del sistema de justicia, cuyos miembros afrontan esta brutal embestida desprotegidos y en soledad.

La violencia que se cierne sobre la administración de justicia es un fenómeno criminal endémico en el país, cuyos orígenes se remontan a la época del conflicto armado interno, en donde fue común la práctica de ejecuciones extrajudiciales cometidas principalmente contra jueces y abogados, por parte de militares, policías y miembros de escuadrones de la muerte.

En la actualidad, tal como ocurrió en aquel entonces, los integrantes del sistema de justicia afrontan en solitario el acecho de la violencia. La diferencia es que antes los ataques procedían del seno mismo del Estado, y ahora provienen de diversas fuentes. Entre ellas se cuentan los grupos comunitarios insatisfechos (con las resoluciones judiciales y el desempeño de los funcionarios), así como personajes y grupos locales con poder y fuerzas criminales, cuyos brazos armados perpetran asesinatos, amenazas, actos de intimidación y hostigamiento en total impunidad.

En el pasado reciente, el Estado traicionó a sus operadores de justicia al anular, por diversos medios, la independencia y la integridad en el ejercicio de sus funciones; y ahora traiciona de nuevo porque permite que haya ataques y asesinatos, amenazas, hostigamiento e intimidación. Prueba de ello es que, de 2001 a la fecha, ningún caso de violencia contra un operador de justicia ha sido resuelto judicialmente. La mayoría de ataques e incidentes han sido archivados y desestimados, y en lo que respecta a asesinatos no ha habido sindicación ni juicios contra persona alguna.

Existe una clara falta de funcionalidad, cuando se observa que la mayoría de casos ingresados desde 2001 se encuentran en los renglones de “en investigación” y “pendientes”, y que el grueso de casos gestionados ha tenido como salidas procesales el archivo y la desestimación.

De enero a junio de 2008, Guatemala experimentó la reactivación de la violencia contra operadores de justicia. En ese lapso, la Unidad de Delitos contra Operadores de Justicia, adscrita a la Fiscalía de Sección de Derechos Humanos del Ministerio Público
, recibió 65 casos de amenazas, atentados, hostigamiento, entre otros. Para el 14 de julio, eran 76 las

personas afectadas por hechos de violencia y cuyo
.

Un informe reciente del Departamento de Seguridad Organismo Judicial (OJ) indica que 63 miembros de ese poder del Estado han sido amenazados y uno más fue agredido físicamente. Esto sin sumar lo relativo quienes han resultado muertos (un juez de sentencia y un magistrado de apelaciones). El abogado Guillermo Melgar, vocero del OJ y quien dio a conocer estos datos, también confirma que el fenómeno de violencia ha aumentado en lo que va de 20008, en relación con años anteriores. Incluso indica que no todos los jueces afectados denuncian el problema.

Para el mes de agosto de 2008, las agencias fiscales que conocen delitos contra la vida registraban ya el asesinato de un juez de sentencia, de un magistrado de la corte de apelaciones, cuatro auxiliares fiscales y un fiscal de distrito; así como el ataque a balazos a un juez de paz y un número no determinado de atentados contra abogados litigantes.

Todo indica que la tendencia es al incremento de esos hechos, especialmente si vemos los datos del primer semestre de 2008 y los comparamos con el saldo de 2007 en esta materia. El año recién pasado, fueron reportados en total 125 casos en la ya mencionada Unidad de Delitos contra Operadores de Justicia. Al paso que vamos, 2008 podría cerrar con unos 150 casos o más. Cabe mencionar que el número de casos podría ser incluso mayor porque existe un sub-registro, pues debido a diversas causas los hechos ocurridos no llegan a conocimiento de la fiscalía.

En conjunto, esos hechos constituyen un fenómeno específico en materia de seguridad, que crea riesgos constantes para la vida y la integridad física de quienes fungen como jueces, magistrados, fiscales, auxiliares, oficiales, defensores públicos, abogados litigantes, entre otras personas cuyo trabajo los relaciona directa o indirectamente con la administración de justicia. Esto, sin mencionar la parte de peligro que afrontan quienes fungen como testigos, de cuyo testimonio depende gran parte de los procesos de justicia penal.

La violencia contra operadores de justicia es tan solo uno de los varios fenómenos criminales que están afectan a los diversos sectores de la sociedad guatemalteca, y es el resultado de tan solo una de las varias fuentes de muertes violentas, amenazas y atentados que caracterizan la actividad social, económica y política del país. Estos, junto a los defensores de derechos humanos, las mujeres, los pilotos y ayudantes del transporte público, se han convertido en blanco de quienes buscan generar impactos en cadena y crear inestabilidad política, miedo, descontento, frustración e impunidad.

Aunque los operadores de justicia también pueden ser víctimas de la delincuencia común, al igual que los miembros de tantos otros sectores nacionales, hay una alta dosis de preocupación cuando las características de los ataques no encajan con el comportamiento de la delincuencia común, sino parecen estar más bien aparejados a un patrón de violencia sistemática que busca manipular el curso de la administración de justicia.

En ese sentido, la violencia contra operadores de justicia se erige como un factor que no sólo afecta la vida y la integridad física de las personas, sino también amenaza la independencia del juez y adquiere características que la convierten en un mecanismo de impunidad y denegación de justicia.

En consecuencia, la violencia tiene efectos multiplicadores porque infunde terror entre jueces, magistrados, fiscales, defensores públicos y abogados litigantes; paraliza procesos judiciales notorios o especiales; y muestra una realidad inquietante: los criminales de ahora, como los criminales de ayer, no permiten que los alcance el poder punitivo del Estado.

De hecho, los mecanismos de impunidad que impidieron en el pasado el esclarecimiento y sanción de los crímenes de lesa humanidad cometidos durante el conflicto armado, son ahora utilizados para proteger a corruptos, narcotraficantes, contrabandistas y demás cabecillas y miembros de la delincuencia organizada.

Los datos, los casos y las temáticas

En los últimos años, la situación de violencia contra los operadores de justicia ha reflejado una tendencia de incremento, pues ha pasado de un poco más de 20 casos reportados por el Ministerio Público (MP) en 2001, a más de 120 casos reportados en el 2007.
 Pero también parece ser un fenómeno cíclico, pues son notorias las altas y las bajas en la incidencia de hechos de violencia según el año. Por ejemplo, hubo casi 220 casos en 2005, año en el que abundaron los asesinatos y los atentados contra jueces y fiscales, luego descendió y en el período siguiente empezó a subir nuevamente.
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Los actos de amenaza, coacción, intimidación, hostigamiento y atentados han estado dirigidos principalmente contra operadores de justicia que están vinculados a casos de alto impacto, los cuales han aumentado de tal forma que han cobrado vidas de personas. Entre estos sobresalen el asesinato de cuatro fiscales, un juez y un magistrado, a los cuales se les suman varios casos importantes de amenazas.

Entre las causas argumentadas de muerte y amenazas se encuentra como un factor determinante la temática de los casos llevados por los operadores de justicia. Un ejemplo de ello es el conjunto de escándalos de corrupción que involucra a ex funcionarios, en cuyo contexto sobresale el asesinato de Fausto René Maldonado, juez del Tribunal Primero de Sentencia Penal de Quetzaltenango, quien denunció acciones de corrupción en los tribunales de Quetzaltenango y en el Instituto de la Defensa Pública Penal
.

Siempre en la misma temática de corrupción, está el caso de Napoleón Gutiérrez, magistrado presidente de la Sala Primera de Apelaciones, quien recibió amenazas el 4 de julio del 2008. Gutiérrez actuaba como juez pesquisidor en el proceso de antejuicio contra el presidente del Congreso de Guatemala, Eduardo Meyer, sindicado por anomalías en el manejo de Q82.8 millones del presupuesto del Organismo Legislativo.

Entre los casos que están vinculados con temáticas de conflictividad histórica sobresale el asesinato, el 8 de mayo del corriente año, de José Vidal Barrillas Monzón, presidente de la Sala Undécima de Apelaciones con sede en el departamento de Retalhuleu. El magistrado tenía a su cargo casos complejos relacionados con la acción de propietarios de fincas contra campesinos, incluyendo el asesinato de tres campesinos, la desaparición de una persona y hechos de violencia entre campesinos y fuerzas de seguridad. Todo ello inscrito en el marco de la conflictividad agraria que afecta al país.

De igual manera, cabe mencionar las constantes amenazas contra el juez Eduardo Cojulún en mayo del 2008, quien presidió las audiencias de rendición de testimonios sobre el genocidio en Guatemala, información que fue remitida a la Audiencia Nacional de España, donde el juez Santiago Pedraz lleva una causa contra militares guatemaltecos. Cojulún ha recomendado al MP actuar de oficio para esclarecer casos de genocidio y violación de derechos humanos. Asimismo, este juez presidió el tribunal de sentencia que en el 2001 condenó a prisión a un coronel, a un capitán, a un sargento y a un sacerdote por el asesinato del obispo Juan Gerardi.

A los anteriores, se suman situaciones en las que los operadores de justicia llevan casos penales vinculados con el crimen organizado y el narcotráfico. Entre estos se encuentran el asesinato del fiscal distrital de Chiquimula, Rudy Rocael Pineda, el 20 de mayo de 2008. Este fiscal tenía a su cargo procesos vinculados con delincuencia organizada y casos que implicaban algún tipo de comportamiento delincuencial por parte de agentes policiales. Se tiene registro de que el fiscal Pineda recibió llamadas amenazantes desde teléfonos ubicados en la sede de la Policía Nacional Civil de Chiquimula y en una cárcel de esa área.

También se cuenta el asesinato del auxiliar fiscal Juan Carlos Martínez, el 14 de julio, quien tenía a su cargo la investigación del asesinato de tres diputados salvadoreños al Parlamento Centroamericano y su piloto, hecho ocurrido en febrero de 2007.

De este caso se derivó la investigación de la ejecución extrajudicial de cuatro investigadores de la Policía Nacional Civil, sindicados de matar a los salvadoreños; así como la acusación contra otros implicados entre los que figuraba Manuel Castillo, diputado en el período 2004-2008 y electo alcalde del municipio de Jutiapa para el período 2008-2012; y la persecución penal contra los miembros del concejo municipal de Jutiapa, quienes ayudaron a Manuel Castillo a tomar posesión del cargo de alcalde mientras estaba prófugo de la justicia.

En el proceso de despojar de su derecho de antejuicio a Manuel Castillo, porque entonces aún era diputado al Congreso y había sido declarado oficialmente alcalde electo por Jutiapa, en el segundo semestre de 2007 se reportaron amenazas contra los miembros de la sala de apelaciones de Jalapa, en especial la magistrada Zina Elizabeth Guerra; y contra la juez Erika Aifán en el segundo semestre del 2007.
 Se mencionan tales hechos porque el riesgo para estas personas continuó siendo preocupación en 2008 y porque ayudan a dimensionar como corresponde el grado de riesgo que representan los casos penales mencionados, todos ellos generados a partir del asesinato de los diputados salvadoreños y su piloto.

El auxiliar fiscal Juan Carlos Martínez investigaba, además, el asesinato del comisario Víctor Rivera, ex jefe de la Unidad contra Secuestros y Extorsiones de la Policía Nacional Civil, ocurrido el 7 de abril de 2008. A su vez, el comisario Rivera investigaba, hasta unos pocos días antes de morir acribillado a balazos, el asesinato de los salvadoreños y las intrincadas relaciones criminales que habría detrás de tan impactante hecho.

En el período también se reportaron los asesinatos de Fernando Mayén, el 29 de enero de 2008, y el de Ingrid Hernández, el 11 de marzo de 2008, ambos auxiliares fiscales del MP. En los primeros días del mes en curso fue baleado Sergio Vega, juez de paz.

Como se puede observar en la Gráfica 2, la mayoría de hechos denunciados son amenazas que son de difícil investigación, pues la mayoría se perpetra mediante llamadas telefónicas que no es posible rastrear. Además del grado de dificultad que presenta este tipo de delito, la unidad fiscal no parece darle un tratamiento especial.

Los operadores afectados se quejan de que la amenaza contra ellos recibe el mismo tratamiento que cualquier amenaza común (tal como se tipifica este hecho en el Código Penal). Ellos creen que cuando la amenaza la recibe un operador de justicia, el hecho reviste trascendencia y amerita un abordaje especial, considerando que el delito se produce en un contexto donde el bien afectado es la administración de justicia, la independencia del juez o la autonomía funcional de los fiscales, o el trabajo del defensor público o el de oficio.
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Violencia e impunidad inter pares

A pesar de las amenazas y el asesinato de varios de los operadores de justicia, las instituciones estatales encargadas de brindar seguridad, así como de realizar procesos de investigación, enjuiciamiento y sanción, siguen moviéndose en el plano de la impunidad.

Peor aún: en el mismo seno de la administración de justicia se procrea la impunidad, incluso en casos donde las víctimas son colegas e integrantes de un mismo sistema. Además, existen serias sospechas de que hay miembros del personal que auxilia a jueces, magistrados y fiscales, que eventualmente utilizarían la amenaza como medio para cobrar venganzas, satisfacer resentimientos o simplemente afectar la salud mental de quien ocupa una posición superior en el plano administrativo.

Independientemente de las fuentes de violencia, de si los factores son internos al sector justicia o externos a él, lo que es irrefutable es que las propias instituciones de justicia no están tomando en serio su papel en el proceso de esclarecer y sancionar la violencia que rodea la práctica diaria de administrar justicia.

Pongamos como ejemplo los asesinatos más sonados del 2005 que hasta la fecha no han sido esclarecidos.

Marzo 2005: el auxiliar fiscal Carlos Marroquín y el juez José Cruz.

Abril: el juez José Bautista, integrante del tribunal de alto impacto de Chiquimula, y el defensor público Fritzman Grajeda.

Mayo: Erick Gálvez Miss, fiscal de Chiquimula.

Junio: el oficial II del juzgado de paz de Villa Nueva, Julio Barrios.

Adicionalmente estarían los casos de abogados litigantes, que ese año 2005 constituyeron uno de los segmentos de población más afectados por la violencia selectiva.

Ninguno de los casos mencionados ha sido resuelto judicialmente, la mayoría sigue en un estadio donde la investigación es nula o inexistente. Así, el Estado incumple con la Constitución y los tratados internacionales en materia derechos humanos, por cuanto no ha garantizado familiares de las víctimas el acceso a la verdad y a la justicia. En la misma situación se cuentan los casos más recientes del 2008, que ya fueron abordados en los párrafos precedentes.

La inoperancia del sistema de justicia es implacable e inalterable, la práctica de la impunidad no hace excepciones, actúa parejo y sin distinciones. La mejor prueba de ello está en el análisis que puede surgir de los datos numéricos. Con excepción del linchamiento del juez de paz de Senahú, Hugo Martínez, ocurrido en 2001, ningún otro caso ha sido satisfactoriamente esclarecido y sancionado.

En términos concretos, en lo que respecta a la Unidad Fiscal de Delitos contra Operadores de Justicia, no existe una sana gestión de casos. Entre los años 2001 y 2008 apenas ha presentado 33 acusaciones, relacionadas con aproximadamente 800 casos recibidos en el mismo lapso.

Como puede verse en la Gráfica No. 3, la mayoría de casos ha sido desestimada. Los casos en general se encuentran entrampados en los cajones de casos pendientes y/o en investigación, o han ido a parar al cesto de los casos desestimados. La presentación de acusaciones es ínfima frente a la práctica de la desestimación y otras salidas que no implican que los hechos hayan sido aclarados y sancionados. Como se aprecia en el cuadro, unos 393 casos han sido desestimados de los casi 800 que han llegado a esa unidad de fiscalía.

El análisis más primario indica que existe una desnaturalización del uso de la salida procesal llamada desestimación, pues hay una tendencia innegable a enviar los casos a un estadio donde a la víctima se le deniega justicia, los hechos no son esclarecidos ni sancionados.

El mensaje es no sabemos qué pasó, quién lo hizo, ni cómo lo hizo, porqué o para qué. Es decir, la justicia guatemalteca deja sin respuesta las preguntas universales que suelen surgir en derredor de situaciones como las de violencia. Tenemos víctimas pero no tenemos respuestas institucionales adecuadas por parte del Estado.

La Unidad Fiscal en referencia cuenta con escaso personal y presupuesto, no tiene apoyo institucional y no hay en el Ministerio Público una política de persecución penal que instruya a los fiscales, en el sentido de que la violencia contra operadores de justicia debe ser considerada un tipo criminal que tiene profundas raíces políticas y amplios impactos e implicaciones de orden político y social.
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Respuestas insuficientes

La respuesta del Estado se ha limitado a disponer de agentes de la Policía Nacional Civil para proteger a los operadores de justicia amenazados. En el caso del Organismo Judicial, sus autoridades crearon un Departamento de Seguridad que provee guardias para la protección de los jueces y los magistrados que lo necesiten.

En una reunión sostenida el pasado 14 de octubre con algunas organizaciones sociales, el ministro de Gobernación, Francisco Jiménez, informó que ante el incremento en la incidencia de la violencia contra operadores de justicia, su despacho implementará procedimientos especiales para investigar los hechos y dar protección a los afectados.

Asimismo, el vocero del OJ, Guillermo Melgar, informó a los medios de comunicación en fecha reciente que el Departamento de Seguridad del OJ cuenta con un total de 700 agentes de seguridad. No obstante, casi todos ellos se limitan a brindar seguridad perimetral a las instalaciones tribunalicias; y solamente dan seguridad personal a 20 jueces. A decir de Melgar, en las condiciones actuales no podrían cuidar directamente a más de 50 jueces.

De manera que, al mismo tiempo que los casos quedan en impunidad, la Policía Nacional Civil tiene una escasa participación en la prestación de seguridad a los jueces; y ante la falta de respuestas institucionales adecuadas, el OJ sólo se vio precisado a crear un Departamento de Seguridad que tiene poco margen de maniobra. A pesar de ello, no deja de ser inquietante que el OJ tenga en su seno un cuerpo de seguridad armado, cuyo funcionamiento depende de una normativa menor e interna de ese Poder del Estado. Resulta preocupante esta falta de asidero legal mayor y que se desconozca cuáles son los procedimientos para seleccionar al personal de seguridad.

En términos generales, queda claro que las instituciones de justicia no están comprometidas con el esclarecimiento y la sanción de los hechos de violencia que afectan a sus integrantes, y que el Estado, a través de las fuerzas civiles de seguridad, se limita a brindar servicios de guardaespaldas. Y ha habido ocasiones en las cuales ni siquiera esa protección se brinda.

En ningún momento se han hecho esfuerzos por llegar a la raíz del problema. Es decir, no hay una política pública orientada a garantizar el desmantelamiento de los cuerpos clandestinos adscritos al crimen organizado, que son responsables de numerosos ataques a jueces, magistrados y fiscales. Tampoco se ha afrontado la amenaza que para los miembros del sistema de justicia representan las maras, cuyos miembros suelen hostigar, amenazar e intimidar a los juzgadores. Ya en el año 2005 se tuvo el caso de Julio Barrios, oficial II del juzgado de Villa Nueva, quien fue atacada a balazos por un marero que se negaba a recibir una notificación judicial.

De la misma manera, tampoco se ha afrontado el problema de conflictividad que muchas comunidades semi urbanas y rurales de Guatemala, en las cuales existe animadversión contra los operadores de justicia, a quienes la comunidad o gran parte de la comunidad responsabiliza por la falta de esclarecimiento y sanción de la criminalidad que afecta a esas regiones. Haya falta de profundidad y de integralidad en el abordaje del fenómeno criminal que afecta a la administración de justicia.

De esa cuenta, es pertinente plantear al Estado de Guatemala las siguientes:

Recomendaciones:

-Instar al Estado para que se abran espacios de encuentro, debate, discusión y la toma de decisiones respecto de la violencia contra operadores de justicia, en donde participen los presidentes de los organismos Ejecutivo y Judicial, el Jefe del Ministerio Público y el Ministro de Gobernación.

-Instaurar el combate de la violencia contra operadores de justicia y la persecución penal de los responsables como una política pública que incluya esfuerzos integrales, coherentes y complementarios de las instituciones de justicia y de seguridad, pero también de otras estructuras del Estado.

-Crear e implementar medidas que fomenten el respeto hacia los operadores de justicia, promover relaciones cordiales y de colaboración entre las autoridades de justicia y las comunidades, y combatir las percepciones que en gran medida ponen en riesgo la vida y la integridad física de los trabajadores del sistema de justicia. Los operadores también tienen que asumir el compromiso de mejorar su desempeño para que su trabajo sea adecuadamente apreciado por la población a la que sirve.

-Evaluar el desempeño del fiscal responsable y de todos los integrantes de la Unidad de Delitos contra Operadores de Justicia, a efecto de tomar las medidas que sean pertinentes para asegurar la investigación, la persecución penal, el esclarecimiento y sanción de los hechos de violencia que afectan a la administración de justicia. Simultáneamente, es preciso revisar las condiciones actuales de esa unidad fiscal, en lo que respecta a número de personal disponible para investigar los casos y montos presupuestarios para financiar un mejor desempeño.

-Definir criterios para asegurar la protección física de los operadores de justicia cuya vida e integridad física corre riesgo, a efecto de que las medidas de protección sean pertinentes y adecuadas y así se eviten gastos innecesarios y medidas que no constituyen una ayuda real a los afectados.

-Crear en las instituciones de justicia unidades de análisis que se encarguen de dar un primer tratamiento a los casos de violencia que sean denunciados, a efecto de realizar averiguaciones primarias que posteriormente contribuyan al esclarecimiento de casos; y que al mismo tiempo determinen si la amenaza es de carácter interno o de carácter externo a las instituciones de justicia.

Octubre de 2008

� Esta unidad de fiscalía no gestiona casos de muerte violenta de operadores de justicia. Cuando hay una víctima fatal en los hechos de este tipo de violencia específica, el caso es conocido por la Fiscalía de Sección de Delitos contra la Vida en el área metropolitana. Cuando los hechos se producen fuera del ámbito metropolitano, los casos son gestionados por la Fiscalía Municipal o la Fiscalía Distrital que corresponda, por medio de agencias designadas especialmente para ello.





� Todos los datos numéricos fueron proporcionados a la Fundación Myrna Mack por la Unidad del Sistema Informático de Control de la Gestión de Casos del Ministerio Público (SICOMP). Cuando se mencionan datos concernientes al Organismo Judicial, se especifica que la fuente es el propio Organismo Judicial.





� Ver gráfica No. 1.


� El cadáver del juez Maldonado fue localizado en las últimas horas de 2007 y pese a la gravedad del hecho, particularmente por el contexto en el cual ocurrió, hasta septiembre de 2008 no había avances en su esclarecimiento. Este hecho ayuda a ejemplificar algunas fuentes presuntas de violencia que no necesariamente serían externas a las instituciones del propio Estado.


� Ver Gráfica No. 2: Cantidad de agraviados por tipo penal en denuncias recibidas en la Unidad de Operadores de Justicia durante el período 2008.


� Sobresale la negación por parte de la Policía Nacional Civil de brindar protección al juez Eduardo Cojulún, luego que le fueran quitadas oficialmente sus escoltas bajo la excusa de que salían de “vacaciones” y quienes no fueron sustituidos inmediatamente.





